PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Justicia dependiente del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto y en relación con la reciente paralización de los servicios prestados en el Registro de la Propiedad en Rosario a causa de la caída del sistema informático de esa dependencia, remita la siguiente información:

1) Contrato firmado entre el Ingeniero Juan Carlos Blödorn y el Colegio de Escribanos de la 2ª Circunscripción, mediante el cual el primero se obliga a prestar el servicio informático en el Registro de la Propiedad en Rosario.

2) Ámbito y causa/s por la/s cual/es se decidió tercerizar este servicio.

3) Razones que ocasionaron el conflicto entre el prestatario del servicio informático y el Colegio de Escribanos por el cual se paralizaron las actividades en la repartición; y si el mismo tiene relación con la denuncia penal que el propio Blödorn radicó a principios de 2006 contra el Colegio de Escribanos acusando a la gestión de Agustín Amuchástegui de eliminar el control de las estampillas. 

4) Alcances del acuerdo al que se arribó para solucionar el conflicto planteado recientemente, detallando funcionarios estatales y del Colegio de Escribanos intervinientes. 

5) Si el Colegio de Escribanos de la 2º Circunscripción presentó el balance de movimiento de fondos de los años 2003, 2004 y 2005 al Ministerio de Gobierno, según lo establece el artículo 9º de la Ley Convenio Nº 8994. De ser así, se solicita la remisión de una copia de los mismos a este cuerpo. 

6) Si el Colegio de Escribanos de la 2ª Circunscripción y/o el Ministerio de Gobierno realizaron algún tipo de presentación judicial ante los hechos acontecidos. 

7) Situación actual de la prestación del servicio informático en la zona centro – norte de nuestra provincia.

Sr. Presidente: 




A principios de octubre una situación inaudita paralizó todas las actividades en el Registro de la Propiedad en Rosario: el diseñador y encargado de la red, Ingeniero Juan Carlos Blödorn, bloqueó las claves de acceso, desconfiguró todos los programas y dejó inactiva a la repartición por 48 hs.




Esto se debió, aparentemente, a un largo conflicto que mantiene el prestatario del servicio con el Colegio de Escribanos de Rosario, administrador del fondo especial creado para dar asistencia técnica y financiera al organismo estatal y creado por Ley Convenio Nº 8994 de 1982.




Es increíble que el accionar de un particular haya paralizado la actividad de toda una repartición pública, dejando congelados los movimientos de los siete departamentos del sur de la provincia que dependen del Registro: Rosario, Caseros, Constitución, Iriondo; General López, Belgrano y San Lorenzo.




Asimismo, es muy riesgoso para los intereses públicos que no sólo se haya tercerizado sino también monopolizado la prestación de un servicio que maneja información pública calificada, y de la que el prestatario puede disponer y traspasar a voluntad sin que la provincia haya previsto un sistema alternativo. 




El accionar del Ing. Blödorn forzó a las autoridades del Colegio de Escribanos a negociar un acuerdo económico bajo la supervisión del Subsecretario de Justicia de la provincia, Gabriel Somaglia, quien remarcó que “la controversia quedará trabada entre el colegio profesional administrador de la Ley Convenio y el prestatario de los servicios informáticos que dicho colegio contratara”. (Diario La Capital 14/10/06)




Causa asombro que un funcionario del Poder Ejecutivo vierta este tipo de declaraciones. Nos cuestionamos cuál es el rol que cumple el Estado en estas cuestiones que hacen a la protección de los intereses de todos los ciudadanos santafesinos. El Registro de la Propiedad brinda un servicio público y es un organismo que depende del Ministerio de Gobierno. Es irracional que la provincia se desligue del conflicto y sostenga que la controversia queda entre las partes.




De hecho, dos abogados rosarinos radicaron en los Tribunales provinciales una denuncia para investigar no sólo el accionar del Ing. Blödorn sino también a las autoridades y funcionarios que negociaron con él la restitución del sistema informático ya que, a su entender, podrían haber incurrido en el delito de encubrimiento. 




Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

